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PRÓLOGO


Por
Juan Díez Nicolás
Catedrático Emérito de Sociología, UCM


El envejecimiento de la población es un hecho, y un hecho difícilmente reversible en el corto y medio plazo, pues los fenómenos demográficos tienen consecuencias demográficas (y por ello también económicas, sociales y políticas) durante cerca de un siglo. La decisión de China en 1974 de permitir solo un hijo por pareja, al haber provocado un déficit de nacimientos femeninos debido a la preferencia por hijos varones, está dando lugar en la actualidad un grave problema de escasez de mujeres para millones de hombres en edad de buscar pareja, lo que está obligando a la importación de mujeres jóvenes que reduzcan ese déficit de oferta femenina. La baja fecundidad de España desde la década de los años ‘80 está provocando, junto al aumento del paro, un déficit de contribuciones a la Seguridad Social que, a su vez, hacen muy problemático el pago de pensiones, por disponer de un sistema de reparto y no acumulativo para el pago de pensiones.


El envejecimiento de la población española, y en general de las poblaciones europeas y de las sociedades más desarrolladas, es consecuencia del doble proceso de disminución de la fecundidad y de la mortalidad, es decir, del aumento de la esperanza de vida, no solo al nacer sino a cualquier edad.


Pero el envejecimiento de la población no es un problema social, como algunos argumentan, pues no es un problema que los seres humanos vivan más años y que no se mueran antes de los 30 años, como era habitual en las sociedades primitivas. El envejecimiento es un éxito de las poblaciones humanas, logrado a lo largo de siglos, un éxito además compartido, pues se ha logrado que las diferencias socio-económicas cada vez tengan menos poder explicativo sobre la esperanza de vida de todas las clases sociales, gracias al estado de bienestar y a la sanidad pública. En otras palabras, el problema es morirse, no vivir. El problema es que quienes tienen responsabilidades públicas no sepan “cambiar el chip” y sigan aplicando las mismas políticas sociales para una población joven que para una población envejecida. Ese es el verdadero problema, el de la rigidez de quienes tienen que tomar decisiones en nombre y para la sociedad, para los ciudadanos.


Por ello sorprende que muchos políticos y comunicadores sigan proponiendo medidas, a cual más imposible e inútil, para evitar el envejecimiento de la población (como si lo bueno fuera evitarlo, cuando es precisamente lo deseable). En primer lugar, los que proponen aumentar la natalidad para rejuvenecer la población. A esos preclaros pensadores les pregunto siempre que indaguen a su alrededor, que pregunten a sus esposas, hermanas, hijas, sobrinas, empleadas, alumnas, conocidas, si estarían dispuestas a tener cinco o seis hijos/as para aumentar la población joven y favorecer un incremento del número de cotizantes futuros a la Seguridad Social para mantener el pago de las pensiones. Solo hablo de cinco o seis hijos, no de más de ocho que fue el promedio en otros tiempos. Se darían cuenta de lo difícil que es hoy convencer a las parejas (y no solo a las mujeres) de que ellas tienen la palabra para cambiar un hecho demográfico. Pero, además de tener que convencer a parejas y mujeres en especial, ¿quien garantiza que los nuevos nacidos tendrán un empleo cuando sean jóvenes y adultos, y que no irán a engrosar las estadísticas del paro?


Una segunda pretendida “solución” al “problema” del envejecimiento es la de la inmigración. Traigamos gente joven de países menos desarrollados, piden algunos. Pero estos mismos preclaros pensadores vuelven a olvidar algunos hechos relativamente importantes. El primero es que la mayor parte de los inmigrantes que entran en España en estos últimos decenios son inmigrantes “sin papeles”, lo que significa que ni ellos ni sus empleadores pagan cuotas a la Seguridad Social, y por tanto no ayudan económicamente a sufragar las pensiones de los jubilados. Pero ellos están protegidos por el sistema sanitario público, sufragado por quienes si cotizan a la Seguridad Social, y por tanto, como con los años también envejecen, acaban obteniendo los beneficios de un sistema de protección social al que no contribuyen, agravando el “problema” del envejecimiento del que algunos suelen quejarse. En otras palabras, los inmigrantes también envejecen, y cobran pensiones aunque no cotizan. Por si este argumento no fuese suficiente, debe añadirse que los países en desarrollo de quienes se piensa que seguirán enviando sus excedentes demográficos a los países desarrollados de manera indefinida, también están envejeciendo. Y más rápidamente de lo que habían previsto los expertos de Naciones Unidas, que son sin lugar a dudas los mejores expertos en previsión de los cambios demográficos en todo el mundo. Ello se debe a que la fecundidad de estos países está descendiendo más rápidamente de lo que se esperaba como consecuencia de los programas de planificación familiar y de la incorporación de la mujer al trabajo extradoméstico. En otras palabras, también en este caso del envejecimiento se observa un proceso de globalización, pues todos los países, sean cuales sean sus diferencias de desarrollo económico, social, político, tecnológico, están reduciendo su fecundidad y su mortalidad, y por tanto están envejeciendo, de manera que en poco tiempo tampoco exportarán jóvenes hacia los países desarrollados.


Si el denominado “problema” del envejecimiento no se puede resolver mediante un incremento de la natalidad ni por la inmigración, parece que solo queda una solución… el incremento de la mortalidad!!! Pero dudamos de que ningún partido político, lobby o grupo de presión, vaya a proponer esa medida, que sería altamente impopular. Aunque es cierto que hace solo algunos años un alto dignatario japonés se hizo no precisamente popular al pedir a los viejos que se murieran, si bien no tomó ninguna medida específica para cumplir ese deseo.


Por consiguiente, si no se puede lograr que la demografía se adapte a la organización social que hemos construido, pues los mayores se empeñan en seguir viviendo, puede que haya que plantearse adaptar la organización social a la demografía actual. La actual demografía implica que nacen menos niños, pero los que nacen viven prácticamente todos hasta edades muy altas, hasta casi los 100 años (y los médicos afirman que continuará aumentando la esperanza de vida hasta muy por encima de los 100 años). Si antes la pirámide de la población era realmente una pirámide (mucha base por la alta natalidad y muy escasa cúspide por la alta mortalidad a todas las edades), ahora la pirámide ha sido sustituida por un rectángulo, pues la mayoría de los nacidos sobreviven hasta cerca de los 100 años, edad a la que mueren casi todos.


Las implicaciones del cambio demográfico para la sociedad son enormes, aunque la mayoría de los políticos y comunicadores sigan sin darse cuenta de ello. Hace 70 años la mayoría de los hombres (y muy pocas mujeres) tenían empleo relativamente estable entre los 18 y los 60 o 65 años. La jubilación estaba fijada en los 65 años, y muchas personas no llegaban a disfrutar de la jubilación, y si llegaban la disfrutaban poco tiempo, pues la esperanza de vida era precisamente de unos 60 años. Por tanto, su vida laboral era aproximadamente de 40 o más años, y su disfrute de una pensión era muy breve. Pero la realidad presente es muy diferente. Tanto hombres como mujeres se incorporan a la población activa alrededor de los 30 años. Una parte importante de las mujeres, mucho mejor preparadas que hace 70 años, dejan sin embargo el trabajo remunerado fuera del hogar al casarse y tener hijos. Pero, entre los hombres, uno de cada dos mayores de 55 años está pre-jubilado o en el paro de larga duración, pero tiene algún hijo a su cargo en casa, generalmente en el paro juvenil. Esas personas tienen una esperanza de vida de unos 80 años, lo que implica que durante 20 o 25 años después de dejar su vida laboral activa, carecen de empleo y de actividad, generalmente con una pensión de jubilación muy escasa por no haber cotizado a la Seguridad Social suficiente tiempo. Solo una minoría logra cumplir los más de 30 años de cotización que se exigen para cobrar el 100% de su jubilación, ya de por sí bastante escasa. La razón es que, entre los 30 y los 55 años de posible vida laboral activa, solo hay 25 años, por debajo por tanto del mínimo exigido por la legislación para tener derecho a la pensión.


Es evidente que si han cambiado las estructuras y procesos demográficos deben también cambiar las estructuras sociales, la organización social. La consecuencia que personalmente he sugerido desde hace más de 40 años es que hay que hacer voluntaria la jubilación. En este punto debe recordarse que la jubilación es un derecho, pero no una obligación. Al correr del tiempo se ha convertido en obligación, pero no se debe olvidar su origen, como derecho. Por muy listos que sean los juristas laborales y sociales, es evidente que además de ser un derecho, es pura lógica admitir que cada tipo de actividad laboral tiene distintas exigencias, incluidas las de jubilación. Pero se debe ir a más, no solo las actividades laborales pueden requerir diferentes edades y condiciones para la jubilación, sino que cada persona es un individuo diferente, único, con diferentes condiciones físicas y mentales que pueden requerir diferentes edades para su jubilación.


Pero si cada individuo debe tener derecho a decidir cuando quiere jubilarse, el empleador debe también tener derecho a prescindir de un trabajador cuando sus condiciones físicas o mentales no le permitan continuar desempeñando su trabajo adecuadamente. Pero esa situación está contemplada en el despido, que un tribunal laboral decidirá si es procedente o no. El despido no es una jubilación, es algo diferente. Por eso mismo no deben admitirse las pre-jubilaciones obligatorias con cargo a la Seguridad Social, pues es deber de las empresas hacerse cargo de sus obligaciones. Si una empresa quiere prescindir de trabajadores (muy frecuentemente porque los trabajadores de más edad suelen ser los que tienen salarios más altos), su supresión debe considerarse como un despido, y que los tribunales decidan si se trata de despido procedente o no. Pero no se trata de jubilaciones, sino de despidos, procedentes o no, y por tanto nunca deberían ser pagadas por la Seguridad Social.


La cuestión que inevitablemente se plantea es, si el trabajador puede decidir cuándo jubilarse, ¿cuál debe ser su pensión de jubilación? Y la respuesta no puede ser otra que “proporcional al tiempo cotizado a la Seguridad Social”. Ese cálculo lo entiende todo el mundo, pues cada trabajador puede saber en cada momento de su vida laboral cuanto le corresponderá si se jubila en un momento concreto. Los sistemas actuales, con complicadas formulas mas incomprensibles que las del IPC, no los entiende nadie. El sistema proporcional que aquí se sugiere es el sistema más justo, puesto que concede a cada trabajador una pensión proporcional a lo que ha aportado para su jubilación. Naturalmente este sistema es compatible con que siga habiendo jubilaciones no contributivas por razones de justicia social. Lo que no puede seguir admitiéndose son los complicados sistemas actuales. Dos ejemplos reales sirven para demostrar la injusticia del sistema actual.


Primer ejemplo. Para recibir una pensión de jubilación, por pequeña que esta sea, hay que haber cotizado al menos quince años (y dos de ellos deben encontrarse dentro de los últimos 15 años anteriores a la fecha de jubilación). Pues bien, muchas mujeres han trabajado y cotizado menos de 15 años porque lo hicieron de jóvenes, pero dejaron de hacerlo al casarse y ocuparse de la familia, y luego no han podido reintegrarse a la vida laboral por razones conocidas de la dificultad de encontrar trabajo después de los 45 años. El resultado es que todas estas mujeres no cobran jubilación a pesar de haber cotizado un cierto número de años. Sus cotizaciones ¿a dónde fueron?


Segundo ejemplo. Un trabajador ha cotizado 40 años porque comenzó a trabajar y cotizar con 20 años. Pero a los 60 pierde su trabajo, y tiene dos alternativas, o cotizar la cuota del empleador y la suya durante los siguientes 5 años para poder reclamar el 100% de su pensión, o bien tiene que resignarse a que le quiten un 8% de su pensión por cada uno de los 5 años que no ha cotizado hasta los 65 años, de manera que pierde nada menos que el 40% de la pensión que le correspondía. Por el contrario, un trabajador que haya cotizado desde los 30 a los 65 años, habiendo cotizado 5 años menos que el anterior, cobrará el 100% de su pensión.


Siguiendo con estos ejemplos, los jóvenes actuales, que logran su primer empleo pasados los 30 años, probablemente no cobrarán nunca el 100% de su pensión, si es que logran cotizar al menos 15 años para tener derecho a alguna pensión en absoluto. La opinión pública quiere respuestas claras, y diversas encuestas en España han demostrado que los españoles no quieren adelantar ni retrasar la edad de jubilación: simplemente quieren jubilarse cuando ellos quieran, sin imposiciones.


El libro de Gerardo Hernández y M.ª del Carmen Meléndez explica las complejidades del envejecimiento de la población y el tema de las pensiones de manera muy didáctica, sin florituras innecesarias. Los autores abordan la totalidad de los temas y, lo que es más importante, la mayor parte de las preguntas que los españoles se hacen en relación con ellos.


En estos momentos los partidos políticos deben plantearse que los mayores representan un grupo mayoritario en la sociedad española, y que sus peticiones y exigencias se traducirán en votar a uno u otro partido, o a ninguno. Los partidos políticos harían bien en atender las reivindicaciones crecientes de este colectivo que cada vez está adquiriendo mayor peso relativo en el electorado. Y no debe olvidarse que uno puede engañar una vez a muchos, o muchas veces a uno, pero es casi imposible engañar muchas veces a muchos. Por tanto, los políticos deberían ponerse ya a estudiar cómo organizar una sociedad en la que la mayoría de los nacidos llegará a los 100 años sin apenas pérdidas por mortalidad, lo que los demógrafos denominan una población estacionaria, en la que el número de nacimientos y defunciones prácticamente se iguala, y en la que la estructura de la población por edades permanece más o menos invariable. Esta es la estructura de la población a la que se tiende, aunque todavía pasarán algunas décadas incluso si se mantienen las tendencias actuales.




I.ª PARTE


LA JUBILACIÓN. NATURALEZA, CARACTERÍSTICAS Y CONSECUENCIAS


1. INTRODUCCIÓN


El tema de estudio de este trabajo es el del estado actual de las jubilaciones y las pensiones, las perspectivas futuras de las mismas, la percepción que la población en general y los jubilados actuales y los próximos jubilados tienen de esta situación, partiendo de la premisa de una evidente inquietud no sólo por el futuro lejano, sino por el inmediato que afectará a numerosas personas mayores que en la actualidad viven pendientes de los cambio sociales, económicos y legislativos y el temor de que los mismos repercutan en la cuantía de sus pensiones y su calidad de vida en unas edades en las que, en principio y en razón de su condición de jubilados, ya no podrán incrementar sus ingresos por la vía de los rendimientos o rentas del trabajo aunque existen algunas propuestas a las que más adelante nos referiremos.


En esta situación es de suma importancia considerar el contexto sociodemográfico de las personas mayores, así como el tipo de relaciones familiares que se dan entre los jubilados y sus parientes de diferentes grados.


Todo ello, viene siendo objeto de nuestro interés y preocupación desde hace ya casi cuarenta años, como lo demuestran las actividades docentes e investigadoras, así como los trabajos y publicaciones que ya han visto la luz y algunos de los cuales, de alguna manera, han sido traídos aquí a colación con transcripciones, reproducciones y referencias expresas a los mismos o a sus contenidos.


Asimismo, se contempla también el amparo sociojurídico para las personas mayores. Por ese motivo, estudiaremos igualmente las innovaciones legales y las soluciones propuestas para la protección de la incapacitación judicial: la autotutela, la incapacitación voluntaria o auto-incapacitación, el apoderamiento preventivo que también tiene su aplicación a los momentos previos a la incapacitación judicial, y también en orden a la evitación de este, y las instrucciones previas o voluntades anticipadas, que tienen como fin manifestar las directrices a las que el interesado quiere que se ajuste el cuidado y atención de un estado terminal de su salud.


Conviene señalar que, en cualquier caso, este trabajo no es un tratado de Derecho, la intención es un breve estudio del envejecimiento progresivo de la sociedad y sus efectos. A tal fin, se analizan los factores sociológicos y las alternativas que el Derecho ofrece para la previsión de la autoprotección de la futura pérdida de facultades.


La pretensión es acercar al gran público sin especial formación jurídica, en un lenguaje sencillo, el alcance y significado de las figuras que propiciarán una vida autónoma e independiente en una situación de pérdida de facultades, previendo la gestión de la atención de la persona y los recursos económicos, para sufragar los apoyos necesarios.


Por lo que se refiere al primero de los aspectos tenidos en cuenta y desde el punto de vista social y profesional, la jubilación es la situación a la que pueden acceder las personas que, atendida la circunstancia de la edad, cesaron voluntaria o forzosamente en su trabajo profesional por cuenta ajena o por cuenta propia; es el término del desempeño de tareas laborales remuneradas, a causa de la edad. Cada país establece el momento cronológico de la vida en que se produce la jubilación. Como norma social, se venía considerando que una persona se debía jubilar una vez alcanzados los 60-65 años, según el tipo de trabajo que estuviera realizando.


La problemática de la jubilación en la circunstancia histórica presente, como señala César Gala (2010), adquiere un singular relieve debido a las dificultades económicas de la coyuntura: crisis generalizada, alto índice de paro, baja natalidad, incorporación creciente de la mujer al trabajo extradoméstico, el fenómeno de la inmigración, el envejecimiento demográfico y el aumento de la esperanza de vida. El tema de la jubilación se encuentra en el epicentro del problema que la evolución demográfica plantea a la sociedad actual.


Tal y como consideraba Sandalio Gómez (2003), en el momento en el que el número de trabajadores en activo no sea suficiente para garantizar el pago de las pensiones de los jubilados, el sistema se declarará insolvente para hacer frente a sus compromisos. Las medidas a adoptar, llegado el caso, se dirigirían a aumentar las cuotas de la Seguridad Social de los trabajadores en activo o a recibir una financiación adicional del sistema tributario general, con las repercusiones de todo tipo que estas medidas podrían acarrear, siempre y cuando fuera factible adoptarlas


De lo que no cabe duda, es que estamos atravesando una situación crítica y que los cambios se imponen irremediablemente, afectando esa crisis y esos cambios, entre otros, a la población mayor y a las jubilaciones y pensiones de dicha población.


La reacción ante la jubilación, varía de un sujeto a otro, dependiendo también de sus condiciones sociales. En la adaptación de estas personas a la nueva situación, Havighurst (1964) distingue tres etapas. En la primera etapa, dominan los sentimientos de frustración y ansiedad, y pocos son los sujetos que se alegran de ella. En la segunda etapa, la persona trata de buscar ansiosamente un nuevo rol social. En la tercera etapa, tiende a producirse la estabilización en un nuevo rol encontrado. Los factores que influyen en este proceso son el estado de salud mental, la autonomía económica, su integración social y la amplitud de intereses.


Según un estudio llevado a cabo por AXA (2008), el 70% de los españoles que trabajan aún no ha comenzado a preparar su jubilación, y no tienen previsto hacerlo, al menos, hasta aproximarse a su medio siglo de vida. Es decir, solamente han empezado a hacer previsiones un 30% frente a un 54% de la media de la encuesta y un 79% de los que más lo hacen, los checos y los estadounidenses. También son los que más tarde lo hacen, a los 50 años, sólo superados por los húngaros, a los 52 años, siendo la de 43 años la media de edad del total de la población estudiada. Pero cuando comprueban que les quedan relativamente pocos años de vida, su mentalidad y su actitud queda afectada de manera irrecuperable en muchos de los casos.


La falta de previsión contrasta, sin embargo, con la creencia de que el nivel de ingresos, una vez que pasen a la situación de jubilados, será inferior al salario que actualmente están percibiendo y que la Seguridad Social será reformada en los próximos años.


En realidad, no ha habido que esperar mucho tiempo para que se lleven a cabo tales reformas sino que, antes bien, parece que las modificaciones y nuevas disposiciones se promulgan con frecuencia y sin que hayan sido puestas en marcha en su totalidad las anteriores, como lo prueba el hecho de que el día 16 de marzo del año 2013, el BOE publicaba el Real Decretoley 5/2013, de 15 de marzo, “de medidas para favorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de mayor edad y promover el envejecimiento activo”.


En lo concerniente al segundo de los aspectos que, en relación con las personas mayores, aquí nos interesa, su amparo sociojurídico, ha de tenerse muy presente que en las sociedades occidentales y desarrolladas se está haciendo patente, asociado a la transición demográfica, el envejecimiento de la población. Por ende, y afectando a las personas de edad más avanzada, se constata una cada vez mayor dependencia y la familia sigue siendo la institución que asume, mayoritariamente, la responsabilidad y las cargas de esta dependencia. Ante esta realidad, las administraciones públicas han de establecer medidas legales y recursos sociales para la protección de quienes, en razón de sus diferentes niveles de dependencia precisen de ello. En este contexto, las personas han venido reclamando el derecho a ser dueñas de su futuro y a decidir sobre sus personas y sus bienes. Para dar respuesta a esta demanda nuestro ordenamiento jurídico ha desarrollado, en los últimos años, figuras legales orientadas a la prevención de la autoprotección.


Uno de los fenómenos sociodemográficos más característicos de nuestra sociedad, es el envejecimiento de su población. Este envejecimiento supone la existencia de una relación desproporcionada entre la población mayor de 65 años y la infantil o juvenil que ha de dar lugar al relevo generacional.


Y este fenómeno, planteado en estos términos, supone, a su vez, la reducción de los miembros de la familia, las dificultades de éstos para asumir el cuidado de los mayores dependientes y la necesidad del establecimiento y desarrollo de normas y recursos, tanto de índole legal como social, para dar cobertura a estas necesidades y propiciar la protección de esa población dependiente.


Aunque siempre han existido personas que alcanzaban edades avanzadas, es precisamente en los últimos decenios cuando se ha venido prestando una mayor atención, por parte de las diferentes naciones y, en forma creciente, por la comunidad mundial a las cuestiones sociales, económicas, políticas y científicas planteadas y puestas de manifiesto por el fenómeno del envejecimiento.


El papel decisivo asumido en este terreno por las familias es algo que ha sido reconocido y valorado desde los organismos responsables de esa atención social y de sus más destacados representantes. Así, Héctor Maravall, Director General del IMSERSO, en el editorial de una de las publicaciones de dicho organismo, consideraba que




“Los estudios que se vienen haciendo sobre el cuidado a las personas mayores dependientes coinciden en tres cuestiones: la atención se hace prioritariamente desde el ámbito familiar y muy secundariamente desde programas y servicios públicos; el papel del cuidado recae de forma masiva en las mujeres de la familia en general y en las hijas solteras en particular.


Cuatro son las más importantes vías de apoyo: el desarrollo de servicios y programas de respiro (ayuda a domicilio, estancias diurnas, estancias temporales…); medidas de apoyo fiscal para reducir el sobrecoste económico que para muchas familias tiene la atención a un (o dos o tres, e incluso más) mayor dependiente; medidas de garantía de derechos laborales de los cuidadores para que la atención no suponga un perjuicio en el empleo o en la futura pensión, y, por último, el asesoramiento e información técnica”. Y concluye: “Las familias españolas son mayoritariamente solidarias con sus mayores, pero están demandando, y con toda la razón, no ser las exclusivas protagonistas del esfuerzo solidario” (Maravall, 1998).





A finales del año 1998 manifestó José Borrell, candidato del Partido Socialista Obrero Español a la presidencia del Gobierno, “Hay que potenciar la familia; no nos podemos imaginar hasta qué punto es importante en la sociedad actual. (…) En España, la solidaridad reposa increíblemente en la familia. Es la institución más solidaria que existe por encima de los esquemas de protección social, y no está recibiendo las ayudas con las que cuenta en otros países (…) Menos mal que existe la familia, si no, el gasto social con respecto al Producto Interior Bruto se habría disparado. ¿Cuántos ancianos habrían quedado abandonados?”1.


Con la llegada de la vejez se manifiesta una serie de pérdidas: pérdida de autosuficiencia: necesidad de otras personas para cumplir funciones higiénicas básicas. Pérdidas económicas y de autosuficiencia material. Pérdida de funciones sensoriales (vista y oído) y locomotoras. Pérdidas afectivas y de compañía (esposo/a, hijos, amigos,…), a las que se refiere Miguel Delibes (1992) cuando nos dice que, a cierta edad, ya vamos teniendo más amigos al otro lado que a éste de la tapia (del camposanto). Pérdida de capacidad física y vital (menos energía) y sexual. Pérdida de capacidad mental: menos reflejos, menos memoria. Pérdidas sociales: jubilación, etc. Pérdida o limitación en las posibilidades de comunicación, lo cual es decisivo, dada la importancia de la comunicación en la familia y en la sociedad.


Las consecuencias de estas pérdidas tienen sus repercusiones y sus consecuencias en el estrés, la depresión, la angustia, la falta de autoestima o la inseguridad en el propio “yo”.


A todo esto se refiere García Sabell (1999: 107) cuando nos dice que “la pérdida se complica fuertemente cuando, como es usual, a las negatividades físicas se añaden las del medio circundante, a saber, los lutos, la viudez, que priva de una compañía necesaria y constante; la desaparición de los amigos íntimos, la jubilación, que separa de los compañeros de trabajo diario y añade monotonía al estilo de vida individual; en fin, la aparición de nuevas generaciones que no se entienden, contribuyen, por su mera presencia, a subrayar duramente todo el tesoro humano que se fue de las manos y que ya no ha de ser recuperado”.


La dimensión en la que vive el anciano es el pasado y en el camino de la vida va dejando todo lo que es suyo, todo lo que le pertenece. Norberto Bobbio (1997: 41), a sus ochenta y siete años nos recordaba que “el mundo de los viejos, de todos los viejos, es, de forma más o menos intensa, el mundo de la memoria. Se dice: al final eres lo que has pensado, amado, realizado. Yo añadiría: eres lo que recuerdas. Una riqueza tuya, amén de los afectos que has alimentado, son los pensamientos que pensaste, las acciones que realizaste, los recuerdos que conservaste y no has dejado borrase, y cuyo único custodio eres tú. Que te sea permitido vivir hasta que los recuerdos te abandonen y tú puedas a tu vez abandonarte a ellos”.


Como punto de partida para el desarrollo de nuestro estudio, empezaremos centrando el tema, por lo que a los aspectos sociales y familiares se refiere.


2. SOCIODEMOGRAFÍA DEL ENVEJECIMIENTO


El envejecimiento de la población es un fenómeno definido a partir del aumento de la proporción de mayores de 65 años con respecto al total de la población. Se mide a través del Índice de Envejecimiento, el cociente entre la población mayor de 65 años y la población total, multiplicado por 100 y expresa el peso de la población mayor en la población total. Al 1 de julio del año 2016, era del 18,9 por 100 en el caso de España con un 16,6 por 100 para los hombres y un 21,1 por 100 para las mujeres. En esta fecha había 17.424 centenarios en España, superando más de 420 los 110 años de edad.


Tabla 1
POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS EN ESPAÑA AL 1 JULIO 2016


[image: Image]


Fuente: Instituto Nacional de Estadística.


Se diferencia del Índice de Vejez (cociente entre los mayores de 65 años y la población de entre 0 y 14 años, multiplicado por 100) en que éste hace referencia a la renovación de una sociedad. Es por eso que también se le denomina Coeficiente de Renovación. Para el caso de España y en el año 2016 es del 125,2 por 100. Es decir, por cada 100 menores de 14 años tenemos más de 125 mayores de 65 años.


El envejecimiento, desde el punto de vista demográfico, está determinado por tres factores esenciales:


1. La estructura por edades, resultado del descenso conjunto de la mortalidad y la natalidad durante la primera fase de la Transición Demográfica.


2. Los cambios actuales y futuros del nivel y la estructura de la mortalidad.


3. La evolución de la fecundidad, desligada del nivel de mortalidad en la actual Segunda Transición Demográfica.


Un indicador claro de este proceso es la evolución de la esperanza de vida. La correspondiente a España, desde el año 1900 hasta el 2015, ha pasado de 34,7 años para el total de la población (33,8 para los hombres y 35,7 para las mujeres) a 82,7 para el total de la población y 79,9 para los hombres y 85,4 para las mujeres. Una de las grandes preocupaciones del envejecimiento poblacional se refiere a la carga económica y de gasto de recursos que la población anciana supone.


Tabla 2
ESPAÑA. ESPERANZA DE VIDA POR SEXOS (1900-2015)


[image: Image]


Fuente: Instituto Nacional de Estadística. Varios años.


Dentro del proceso global de envejecimiento se pueden señalar algunas cuestiones específicas en factores socio-económicos, geográficos, sanitarios, culturales e incluso éticos, como veremos a continuación:


1. El crecimiento de la población mayor de 65 años se produce a un ritmo más rápido que el desarrollo socio-económico de los países, lo que supone una dificultad en las cuentas nacionales.


2. El rápido incremento del envejecimiento provoca un cambio importante en las estructuras familiares y en los roles sociales de los mayores así como en el mercado de trabajo y en los flujos migratorios principalmente en países con un bajo nivel de desarrollo socio-económico.


3. Las enfermedades crónicas se están convirtiendo en las principales causas de incapacidad y reducción de la calidad de vida en los mayores. Es necesaria la puesta en marcha de programas de prevención y promoción de la autonomía personal que puedan mejorar esa calidad de vida de esas personas y frenar el gasto social.


En 1997 por cada persona de 65 años y más, había 5,20 personas de 0 a 64 años; en el 2020 se prevé que haya sólo 4 personas. A estos datos demográficos hay que añadir el incremento que experimenta la población mayor de 85 años. La dependencia también se incrementa notablemente con la edad: en el conjunto de mayores afecta al 32,2 por 100, y al 63,6 por 100 si nos referimos a los de 85 y más años.


Las proyecciones demográficas hechas públicas en noviembre de 2016 por el INE, presentan un futuro de la población, hipotéticamente posible a corto y medio plazo, ciertamente preocupante. Se estima que entre 2016 y 2031, perderán población doce comunidades autónomas y treinta y nueve provincias.


En el año 2016 ha habido más defunciones que nacimientos en treinta y tres provincias, destacando Zamora, Orense, Lugo, Asturias y León. Y en catorce provincias los fallecimientos superarán en más del 50 por 100 a los natalicios.


En 2030, la totalidad de las provincias españolas excepto Almería, Gerona, Madrid y Murcia, además de Ceuta y Melilla, registrarán más muertes que nacimientos. Y únicamente ganarán población en los próximos quince años las comunidades de Madrid, Canarias, Baleares, Murcia y Cataluña.
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